 
Fallo sobre competencia Justicia Nacional del Trabajo Sala VI

SENTENCIA INTERLOCUTORIA Nº
Sala VI
Expte. Nº 56027/12 – Juzgado 17
MEDINA Celia c/MAPFRE ARGENTINA ART SA y Otro s/ accidente-acción civil”
Buenos Aires,     12           de          abril                 de 2013.
VISTO:
El recurso de apelación deducido por la parte actora contra la sentencia de fs.20/21.
Y CONSIDERANDO:
I.  Que la actora se agravia a fs.22/24 por cuanto la magistrada de grado se declaró incompetente y ordenó remitir las actuaciones a la Justicia Nacional en lo Civil, aplicando en forma inmediata el art.4 de la Ley 26773 a un infortunio laboral ocurrido con anterioridad a su sanción, acaecido en mayo/junio de 2010, en ocasión de su desempeño como mucama del Hospital Italiano de Buenos Aires.
Señala que se ha vulnerado el art.3 del Código Civil, en tanto la Ley 26773 se aplica hacia el futuro y no con efecto retroactivo, ya que no lo establece. 
Subraya la importancia de la especialidad del Fuero del Trabajo, la formación de sus magistrados y la particularidad de los principios que constituyen el procedimiento laboral.
Dice haber recorrido el procedimiento administrativo previo ante el SECLO, cuando la L. 26773 no tenía aún tratamiento legislativo y que de mantenerse la decisión impugnada debería someterse nuevamente a un proceso de mediación obligatoria  propio del fuero civil y tramitar un incidente para obtener el beneficio de litigar sin gastos, perdiendo los principios protectorios del derecho del trabajo y viendo menoscabada su expectativa de ser juzgada por un juez del trabajo.
Manifiesta luego que la acción se basa en las normas del derecho civil y que en subsidio reclama las prestaciones de la Ley 24557, con lo que se pregunta qué ocurriría si el juez civil no encuentra reunidos los recaudos de los arts.1109 y 1113 del Código Civil, y si en tal caso debiera abocarse a tratar aquel reclamo que dicha ley coloca fuera de su competencia.
 En definitiva afirma que el decisorio afecta su derecho de acceso a la justicia y que de acuerdo al art.20 de la Ley 18345  es el juez laboral el que debe entender en todas las causas vinculadas a un contrato de trabajo aunque se funden en disposiciones del derecho civil aplicables a aquel.
II.   Las actuaciones fueron remitidas al Fiscal General de la CNAT quien se expidió  a fs.33, remitiéndose al Dictamen 56350 del 8.2.2013, en la causa “Virgilli Darío E. c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente-acción civil” que al tratar la cuestión, estableció la viabilidad de la queja y por ende propicia la revocatoria de la resolución recurrida en cuanto declaró la incompetencia de ésta Justicia Nacional del Trabajo para conocer en las presentes actuaciones. 
Se comparten los términos del dictamen citado y su conclusión final.
Cabe destacar de inicio que ésta Cámara se expidió históricamente en la materia sub examine, con toda claridad, reivindicando su competencia para intervenir en los infortunios laborales ocurridos con anterioridad a la sanción de normas que reformaban parcialmente el texto vigente, en el caso de la Ley 9688, sentando una doctrina  pacífica y reiterada (Plenario nº 225  “Prestigiácomo Luis c/ HAROLDO PINELLI SA – 19.5.1981 referido a la regla estatal 21034 y  Plenario nº277 “Villamayor José D. c/ La Franco Argentina SA” 28.2.1991 referido a la ley 23.643). 
Estableció que la  ley  vigente  al  momento  del  siniestro,  fijaba  los  alcances  de  la  responsabilidad  del  empleador  respecto  de  la  obligación  de  indemnizar.
La ley 26773 no establece en efecto su aplicación retroactiva. 
Debe interpretarse que no es posible en ésta ley separar sus disposiciones adjetivas de las sustanciales, sin afectar derechos esenciales de protección contra los infortunios del trabajo, en tanto las segundas constituyen un regreso al denominado régimen de “opción con renuncia” es decir  la posibilidad para el trabajador o sus derecho habientes de escoger la acción civil renunciando a la tarifa, mientras que al producirse las circunstancias fácticas que motivan ésta litis regía el sistema de acumulación conforme al criterio fijado por la Corte Federal en los conocidos precedentes “Aquino” (Fallos 327:3753) y “Llosco” (330:3296). 
Análogo señalamiento efectuó el Dr. Álvarez en el Dictamen de la causa Virgilli.
Al margen de la polémica motivada por el desplazamiento hacia la justicia civil de las acciones por  infortunios laborales, con el cruce de autorizadas opiniones doctrinarias acerca de su constitucionalidad o no, ella se refiere a los hechos ocurridos con posterioridad a la vigencia de la Ley 26773, es decir ocurridos  a partir del 4 de noviembre de 2012. 
Que por ende es materia ajena a la cuestión debatida en los agravios que se tratan.
Cabe agregar que nuestra Corte antes de la sanción de la Ley 24557, vigente la Ley 24028 que también asignaba la competencia civil a los infortunios laborales cuyo reclamo indemnizatorio se basara en el derecho civil, determinó la competencia del fuero laboral para conocer en las causas motivadas por los mismos con base en el art. 20 de la Ley 18.345. 
Así en “Competencia nº C. 219. XXXI, 5 de Noviembre de 1996 JAIMES Juan Toribio c/ Alpargatas SA” señaló que…”la atribución específica de una aptitud jurisdiccional a determinados juzgados para entender en ciertas materias, en el caso del contrato de trabajo, cabe entenderla indicativa de una especialización que el orden legal les reconoce, particularmente relevante a falta de previsiones que impongan, nítidamente, una atribución distinta; más aún, atendiendo al énfasis puesto por el actor al destacar el supuesto incumplimiento por el empleador de los deberes establecidos por la ley 19.587 y el decreto 351/79 (Art. 75 LCT), preceptos de indubitable naturaleza laboral”.  
Y ya vigente también la cuestionada Ley 24557 que escamoteó la competencia de la justicia del trabajo, declaró competente al fuero laboral en los juicios por infortunios del trabajo fundados en el derecho civil. (CSJN caso “MUNILLA Gladys c/ UNITY OIL SA s/ accidente acción civil” 6.10.1998). 
No puede soslayarse tampoco que la presente acción tiene sustento en las normas civiles, pero también  en el art.75 de la LCT (fs.16) y subsidiariamente reclama las prestaciones de la Ley 24557, lo que despeja toda duda  acerca de la procedencia de la queja y condigna fijación de la competencia laboral en ésta Litis, con base en la clara norma del art.20 de la LO.
De confirmarse el resolutorio de origen, existiría ciertamente el riesgo señalado por la apelante, ya que si el juez civil considera no configurados los presupuestos de atribución de responsabilidad civil  -  luego de la sustanciación total de la causa - debería abocarse a tratar la petición de las prestaciones dinerarias sistémicas de la LRT, para la que no tiene competencia, lo que amen de un escándalo jurídico, afectaría principios irrenunciables de raigambre constitucional y el principio procesal de celeridad, más grave aún al tratarse de un infortunio laboral que requiere rápida respuesta, contrariando una de las motivaciones invocadas por el legislador para sancionar  la L.26773.
Que  la acción fundada en el derecho civil interpuesta por la víctima de un infortunio o enfermedad laboral ocurrido anterioridad a la vigencia de la L.26773, como es caso de autos, en que la lesión y sus consecuencias fácticas y jurídicas se produjeron en el tiempo anterior a la nueva ley, tenía un diseño distinto a la prevista en el art.4 d aquella, ya que  regía el art.39,1 de la L.24557 derogado, que vedaba el acceso al reclamo civil, con la interpretación que del mismo hizo la Corte Federal en los citados casos Aquino y Llosco, generando un verdadero derecho judicial que desalojó el texto legal, para hacer realidad el principio protectorio del art.14 bis de la Constitución Nacional . 
Consecuentemente en mérito a la doctrina del máximo tribunal y consideraciones antes citadas, corresponde fijar la competencia de la justicia nacional del trabajo para entender en la presente causa.
II.  Por ello el Tribunal RESUELVE:
1.   Revocar lo decidido a fs.20/21 y declarar la competencia de la Justicia del Trabajo para seguir entendiendo en las presentes actuaciones.
2.   Vuelvan los autos al Juzgado de origen a sus efectos.
 

Regístrese, notifíquese y vuelvan.
 
Raffaghelli                         Férnandez Madrid


